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PRESIDE: Señor Representante Gonzalo Mujica. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Eduardo Brenta, José Carlos Cardoso, Silvana 
Charlone, Jorge Gandini, Lourdes Ontaneda e Iván Posada. 


INVITADOS: Por la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, economista Andrés Elola, 
Presidente; contador Mauricio Castellanos, Gerente General; contador Marcelo Manas, 
asesor; e ingeniera Patricia O' Neill y señor Leandro Suárez. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mujica).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, 
representada por su Presidente, economista Andrés Elola, por su Gerente General, contador Mauricio 
Castellanos, por el asesor, contador Marcelo Mañas, por la ingeniera Patricia O'Neill y por el señor Leandro 
Suárez. 


SEÑOR ELOLA.- Queremos agradecer que nos hayan recibido. 


Desde hace bastante tiempo nuestra Cámara está interesada en los temas de la seguridad social, en particular, 
en lo que tiene que ver con la Caja Bancaria. El objetivo de nuestra visita tiene que ver con el rol que, como 
uruguayos, asignamos al Parlamento. De algún modo, queremos que no solamente sean los medios escritos o 
la prensa en general la que reciba nuestros puntos de vista sino, en este caso, esta Comisión de la Cámara de 
Diputados. 


Nuestro objetivo es contarles qué estamos haciendo no solamente a partir de la sanción del proyecto de ley y 
los efectos económicos que está teniendo sobre el sector la aprobación de la Ley de la Caja Bancaria, así 


como también comentarles sobre otros aspectos importantes para la industria. Al respecto, el contador 
Castellanos realizará una presentación para ordenarnos. 


Hoy traemos tres temas al Parlamento: el impuesto a los ingresos de las compañías de seguros, la 
contribución especial a la Caja Bancaria y algún tema que se está trabajando en materia de incorporar o no un 
adicional para el financiamiento de emergencias móviles, asociado a un seguro nuevo que se va a 
implementar. Nuestra idea es compartir la información que manejábamos previo a la sanción del proyecto de 
ley, cómo estamos hoy y hacia dónde vamos, y así ir recorriendo los tres temas. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Como decía el economista Elola, la intención de la presentación es 
ordenarnos un poco en lo que vamos a ir exponiendo, porque hay algunos cuadros que tienen números 
y solo comentarlos oralmente podría ser complicado. 


Nuestro interés es que podamos abarcar cada uno de estos temas y, en todo caso, detenernos para hacer 
comentarios o recibir las consultas de los señores legisladores. En ese sentido, tenemos tres aspectos dentro 
de la presentación. 


Como saben los señores Diputados, hemos estado informando en la prensa acerca de algunos temas que 
resultan complejos para el sector asegurador. En esencia, lo que hemos trasmitido tiene que ver con el 
incremento de aportes por la reforma de la Caja Bancaria, con la situación del impuesto a los ingresos de las 
compañías de seguros y, por último, con un tema que es relativo al financiamiento de la asistencia médica en 
la vía pública. 


Ingresando en el primer tema, relativo al incremento de los aportes por la reforma de la Caja Bancaria, 
podemos decir que en virtud de la situación de dicha Caja, el Parlamento aprobó una ley que modificó 
sustancialmente el esquema de aportación e incorporó nuevos colectivos. Fue una reforma muy importante 
del sistema. Nosotros solo pudimos incorporarnos sobre el final de la negociación que se procesó entre el 
Poder Ejecutivo, la Asociación de Bancos Privados del Uruguay y la Asociación de Empleados Bancarios del 
Uruguay, y una vez que estaban las propuestas de cómo sería la reforma, inmediatamente advertimos algunos 
problemas que se podían suscitar. En este caso concreto, tenemos que el régimen que estuvo vigente hasta el 
31 de diciembre de 2008 preveía una aportación patronal del 30,75%. Eso fue modificado por la Ley 

N? 18.396, que prevé básicamente una tasa de aportación sobre sueldos del 25,25%, más una tasa de 
contribución especial, una prestación complementaria del 1,4% sobre las primas netas de anulación. Nosotros 
veíamos en este esquema algunas dificultades, en particular respecto de la tasa de contribución especial. 
Dicha tasa fue determinada como un promedio de la industria y genera dificultades de potenciales subsidios 
entre distintos operadores. Adicionalmente, el hecho de que sea una tasa sobre la actividad expone a la Caja 
Bancaria a determinados riesgos, en función de la evolución de la actividad y, de alguna forma, castiga la 
eficiencia de las empresas, porque a mayor producción de seguros con menor masa de empleados se genera 
una tasa de aportación efectiva sobre los montos nominales que puede superar con mucho el 30,75% que 
estaba vigente hasta el 31 de diciembre de 2008. 


Una reflexión que nos parece importante hacer en el principio de esta presentación es que ya 30,75% es un 
porcentaje de aportación bastante elevado. Obviamente, nosotros comprendemos la situación de la Caja 
Bancaria. Las compañías de seguros son aportantes desde el año 1994 de la Caja Bancaria y, por lo tanto, 
entendemos que en el proceso de dar una viabilidad a la Caja Bancaria existen cosas para corregir o para 
aportar. El problema está en que esa solución debe tener un equilibrio y brindar potencialidad a las empresas 
de desarrollarse, de poder crecer y de poder brindar también a la sociedad lo que el seguro tiene para dar. 


El cuadro se divide en dos grandes campos: el esquema actual de aportación, a partir del 1 de enero de 2009, 
y el anterior. Esto lo pudimos construir a partir de los números del mes de enero de 2009, y podemos apreciar 
cuáles fueron las diferencias que se generaron. En caso de SANCOR, por ejemplo, con el nuevo esquema la 
tasa efectiva de aportación fue del 59% en el mes de enero, y la variación sobre los aportes que hubiera 
realizado con el esquema anterior está en el orden del 93%. En la última línea tenemos los totales, donde se 
puede apreciar la variación del 64% y una tasa efectiva del 50%, lo que fue informado a la opinión pública. 
Los números son bastante elocuentes en cuanto a la distorsión que genera el nuevo esquema de aportación. 


Tenemos una propuesta que hemos presentado el Ministerio de Economía y Finanzas que, de hecho, reitera 
parte de la que habíamos presentado antes de que llegara al Parlamento el proyecto de ley por la cual se 


solicita, en primer lugar, una adecuación de la tasa para reducir ese efecto distorsivo, ya que supera mucho lo 
que debió haberse recaudado. Siempre se había comentado que el interés era que la Caja Bancaria no 
recaudara ni más ni menos que lo que venía recaudando en el momento cero de aprobación de la ley. Sin 
embargo, constatamos que hay un aumento del 64% y, por lo tanto, parece de orden readecuarla. El segundo 
componente, que es lo más importante de la propuesta aunque está muy ligado con el anterior, tiene que ver 
con la fijación de una banda. La idea es que los aportes se muevan dentro de una banda de seguridad que 
haga que no sean demasiado inferiores a lo que hubieran sido con el régimen anterior ni superen demasiado 
la aportación anterior. Quizás sea un concepto un poco complicado; vamos a tratar de precisar. Lo que se 
pretende es que se compare el aporte de una de las compañías bajo el nuevo sistema con el que se hubiera 
hecho con la tasa del 30,75%. Eso implica un piso de, al menos, 2,5%. El piso sería el 97,5% de 30,75%, y el 
techo de, a lo sumo, 10% más del 30,75%. Esto evita las distorsiones y las variaciones bruscas, tanto para las 
empresas aportantes del sistema como para la propia Caja Bancaria. En esta planilla tenemos incorporada una 
estimación del Banco de Seguros del Estado, por lo que se puede notar alguna diferencia respecto de los 
valores de la planilla anterior. Para el total del mercado, la estimación del mes de enero es una tasa efectiva 
de aporte del 43%. Si hubiéramos tenido en funcionamiento esta banda de seguridad la recaudación hubiera 
sido equivalente al 30,75% y se hubieran evitado todos estos inconvenientes que se encuentran reflejados en 
la planilla de aportes de enero de 2009. 


Esta es la propuesta del sector asegurador que, en esencia, pasa por readecuar la tasa de aportación, ya que la 
realidad está demostrando que es excesiva, y establecer una banda de seguridad que dé seguridad a las 
empresas de saber por lo menos cuál va a ser su aporte, ya que cada mes va a ir variando en función de la 
producción. Habrá momentos en los cuales el aporte sea muy excesivo o que la Caja Bancaria recaude 
mucho, y otros donde recaude menos. Eso da certeza al empresario de saber dentro de qué márgenes se 
mueve su negocio. La incerteza nos puede conducir a los temas que se manejaron en la prensa: tenemos 
determinado costo, un aumento de 64% en enero, y las compañías debieron reaccionar ante ese escenario 
readecuando sus tarifas. Ese tendría que ser el comportamiento empresarial. Se podrá esperar un tiempo, pero 
no demasiado excesivo, porque esos costos se están absorbiendo. De alguna manera, conviene explicitar cuál 
es la función de la compañía de seguros, que es una administradora de riesgos que se encarga de tratar de 
estimar cuál sería el importe de los siniestros que tiene que repartir entre un colectivo y sumar sus gastos. Por 
lo tanto, en la medida en que sus gastos tengan una incidencia mayor eso debería ser trasladado al colectivo 
de asegurados. 


SEÑOR ASTTI.- Quisiera hacer dos precisiones sobre este tema en particular. La primera es que esto 
fue discutido en la Comisión de Seguridad Social y no en la de Hacienda cuando se trató la Reforma de 
la Caja Bancaria. Tuvimos una participación activa en esa discusión como delegado de sector en esa 
Comisión. 


Acá se dijo que en el momento cero, la intención de ese proyecto de ley no era modificar el nivel de 
aportación. Quiero aclarar que sí, que era modificar el nivel de aportación. La Caja Bancaria tenía un déficit 
que todos conocemos. Era absolutamente insostenible; estaba técnicamente quebrada y el fundamento del 
proyecto de ley que expresamos en Sala todos quienes trabajamos en el tema fue que una de las reformas 
estructurales debía ser la modificación del sistema de financiamiento. Por lo tanto, había aportes de los 
pasivos, de los trabajadores, de las empresas y del Estado, para solucionar esa situación. 


Ese era el objetivo del proyecto de ley; podemos calificar si estamos de acuerdo o no, pero no se puede decir 
que el proyecto no buscaba un cambio en la estructura de financiamiento. Sí lo buscaba, y sí se intentaba 
lograr equilibrios, entre los tres colectivos, el de beneficiarios actuales y futuros, el de las empresas y el de 
toda la sociedad a través del aporte del Estado, que fueran razonablemente equivalentes, tal como se 
presentó. 


Este fue un tema que no se trató en esta Comisión sino en otra. Eso no obvia que estemos interesados en 
conocer la situación actual, porque quizás después se relacione con algún punto como el siguiente, que refiere 
al impuesto a los ingresos de las compañías de seguros. 


De todos modos, no tuve más remedio que intervenir porque se habló de que la lógica del sistema en el punto 
cero era que no se modificara el nivel de aportación. En el proyecto de ley se incluyeron dos formas de 
buscar el equilibrio. Una, con una reducción de los beneficios al colectivo de pasivos y trabajadores y, la otra, 


con el cambio en el esquema de financiamiento en el cual, obviamente, había que suplir el déficit que había 
entre ingresos y egresos. Se logró de las dos maneras: bajando los egresos y subiendo los ingresos. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Nosotros tratamos de trasmitir lo que nos informaron en su momento 
desde el Poder Ejecutivo, en cuanto a las negociaciones. Tal vez el tema sea un poquito complejo 
porque el proyecto de ley crea un instrumento que es un bono que la compañía tiene la opción de 
adquirir y que equivale, aproximadamente, al 5%. En la medida de que ese bono tuviera el respaldo 
real, y fuera computable, es decir, tuviera determinadas características, se podría sacar de la ecuación 
del aporte, que quedaba en 30,75%. 


Hoy por hoy, el bono no existe. Hay un decreto que establece determinadas condiciones para el bono pero, de 
hecho, la Caja Bancaria no lo ha estructurado. No está claro tampoco cuál va a ser el respaldo real; podría 
definirse como un bono perpetuo, no está claro qué valor podría tener. Por eso nos referíamos a esa 
circunstancia, aceptando que pueden existir esas dos visiones y que se nos trasmitió que efectivamente había 
que incorporar un aporte mayor a la Caja Bancaria. Aun así parece excesivo el esfuerzo que se le pide al 
sector asegurador, sobre todo si consideramos que fue incorporado en el año 1994, de alguna manera como 
parte de un intento de corregir la situación de la Caja Bancaria. El sector asegurador incorporó empleados 
jóvenes en general, porque las plantillas de las compañías están formadas por empleados jóvenes, con niveles 
salariales que para la realidad del país son relativamente importantes. Esto no fue suficiente para resolver la 
situación de la Caja Bancaria. 


El asunto de fondo es que el sector no tiene prácticamente jubilados en la Caja Bancaria. Es verdad que nos 
sentimos parte del problema porque fuimos incorporados y estamos en la Caja Bancaria pero, de alguna 
manera, sentimos que el esfuerzo que se pide es excesivo en la medida en que no se puede atribuir al sector 
asegurador ninguna incidencia en la situación de la Caja Bancaria. Creo que tal vez podamos resumir el tema 
diciendo que el esfuerzo que se pide al sector asegurador con una tasa de aportación efectiva del 50% para el 
mes de enero, y una variación de aportes del 64% resulta excesivo, inclusive para sus posibilidades. 


SEÑOR ELOLA.- ¿Por qué nosotros decimos que parte de estos efectos se van a trasladar a los 
precios? Quiero presentarles la idea de cómo funciona el sector asegurador en el Uruguay. Se trata de 
un sector extremadamente competitivo. Nosotros somos un conjunto de empresas que por nuestra 
naturaleza, vamos más allá del ciclo. El asegurador que se instala en Uruguay, por vía reglamentaria, 
legal y por el tipo de empresa que se ha instalado, está obligado a pensar a largo plazo, teniendo en 
cuenta la forma de invertir, de constituir las reservas, de crear mercado. El nuestro es una cuarta parte 
del mercado chileno. Hay un gran desafío en todos nosotros: crear conciencia aseguradora. El mercado 
asegurador está creando todos los días nuevos clientes, y eso lo hace en base a la competencia. Por ello, 
cualquier efecto de estas características, de esta magnitud, tan significativo, va a ir derecho a los 
resultados y sobre empresas que estamos con resultados técnicos equilibrados o levemente negativos, es 
importante. 


Quiero rescatar, entonces, que nos enfrentamos a una competencia dinámica que, en nuestra opinión, ha 
traído de la mano más servicios. Voy a poner un ejemplo. Concretamente, a la salida del invierno pasado 
hubo heladas y entre 150.000 y 160.000 hectáreas de productores que fueron indemnizados. De lo contrario, 
no hubieran podido levantar los cultivos. Estoy hablando del mercado en su conjunto, no del mercado 
privado o público. Esa transferencia de riesgos es posible porque hay un mercado dinámico. Nosotros, por 
encima de todo, lo que queremos proteger es nuestro rol en el negocio y nuestra función apalancadora del 
crecimiento. 


El hecho de tener que hacer este planteamiento, como grupo, como conjunto, dado que no podemos recibir 
este impacto tan severo, va contra la naturaleza de nuestra forma de trabajar que es sanamente competitiva. 


Quería hacer dos comentarios más. Deseo reiterar que no nos gusta pagar el 30,75%, cuando el resto de la 
sociedad paga mucho menos, pero somos conscientes como decía recién el señor Diputado de que estamos 
ante una institución quebrada de la cual somos parte y nos sentimos parte de la solución. Somos 
aseguradores, y la Caja Bancaria finalmente es una extensión de previsión social. O sea que conocemos el 
problema y por ello pedimos ser involucrados en su discusión. La banda que nosotros planteamos cuando se 
discutió esto evita que se pague de menos. Si tenemos por delante una economía que se puede decir que 


crecerá menos que en el pasado, razonablemente quizás como se ve en el cuadro- alguna compañía termine 
pagando de menos y ¿qué va a pasar con eso? 


El Poder Ejecutivo y el Parlamento decidieron una tasa sobre nuestra actividad, y nuestra idea ahí estaba la 
fortaleza de la propuesta era que se involucrara este otro componente. ¿Qué hemos hecho con esta 
información? Nosotros nos reunimos hace un par de días con representantes del Ministerio de Economía y 
Finanzas, con el Subsecretario y con sus asesores, y les mostramos estos números. La respuesta que 
recibimos del economista Masoller es que si ha habido algún exceso, debe revisarse. Nuestra visión es que en 
el momento cero, esto costaba lo mismo, más menos el bono que, eventualmente, si uno lo computa o no, 
llega al 30,75%. Pero, acéptese esta digresión porque a los efectos de lo que estamos hablando es marginal 
ese 5%.. Entonces, según lo que hemos avanzado hasta el momento, tenemos en camino una propuesta 
referida al año cerrado, al 2008 recién en estos días estamos teniendo la información del conjunto del año 
2008, para revisar el objetivo planteado y lograr bajar la tasa. Se nos dice esto es lo que podemos transmitir; 
obviamente, acá no hay nada firmado, pero es lo que se nos dice que si la tasa es excesiva, se va a modificar. 


Pero nosotros queremos más. Si la tasa es excesiva, queremos que se nos devuelva lo que pagamos de más. 
Al fin y al cabo, si el objetivo es que esto sea el 30,75% o el 35,75% en el momento cero, que así sea. De 
esas cosas estamos hablando. 


Hemos encontrado buena receptividad. Todos entendemos que si se pagan 150.000 hectáreas, hay 
productores detrás de ellas que siguen en la rueda económica. Entonces, eso se puede trasladar al resto de los 
ramos. En este momento, tenemos una reunión pendiente con las autoridades del Ministerio de Economía y 
Finanzas para presentar los números del cierre del año, no solo para ajustar esta tasa sino para encontrar un 
mecanismo a fin de que tengamos un crédito hacia la Caja Bancaria o de que se nos devuelva el dinero en 
efectivo, en aras de achicar el costo. 


SEÑOR ASTI.- Después de la aclaración que hice sobre los objetivos generales de la ley quiero 
formular una pregunta a fin de evaluar la información que se nos ha presentado con respecto a cuánto 
impacta este aumento en los resultados. Según el cálculo que se hace, sabemos cuánto impacta con 
respecto a los aportes, pero queremos saber cuánto significa en el total de retribuciones de las 
compañías que aquí están mencionadas. O sea, ¿qué porcentaje implica este aumento dentro del 
resultado general de las empresas? 


SEÑOR CASTELLANOS.- Es una información que no tengo disponible para esta reunión. Pero 
podemos ir a algunas otras cosas. 


Por ejemplo, estos rubros, salarial y de aportes, incluidos en el capítulo de los resultados técnicos de las 
compañías de seguros, rondan aproximadamente el 40% de las ventas. 


Entonces, podríamos estimar que este incremento del 64% no debiera ser menos de un 5% o 10% del 
volumen de facturación. 


SEÑOR ELOLA.- Si miramos los números del cierre de 2007, en que el mercado asegurador tuvo 
pérdidas, esto hubiera incrementado un 20% las pérdidas. Me refiero a la última fila del balance. Es 
una estimación porque, obviamente, es un número que tengo en la cabeza. 


SEÑOR GANDINI.- Nosotros participamos en parte en el debate. Tenemos la misma impresión 
manifestada aquí en cuanto a que la intención era que no se perdiera recaudación y no recaudar más. 
Pero habrá que ir al debate parlamentario y ver la intención del legislador a la hora de interpretar que 
fue lo que se quiso. Hoy hay una cifra consagrada en la ley y para modificarla hay que cambiar la ley. 
En esta etapa, lo importante es qué voluntad tiene el Poder Ejecutivo. Creo no equivocarme, pero una 
ley de esta naturaleza necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. No sé si durante este tiempo, es decir, en 
el marco del año de las elecciones podemos modificar una ley que tiene que ver con una caja de 
jubilaciones y pensiones. Creo que sí. Pero, reitero, lo importante es la voluntad del Poder Ejecutivo a 
los efectos de que, en su momento, podamos tomar el debate en el Parlamento. 


He escuchado en la prensa algún comentario respecto a que este aumento de costos, que debe trasladarse de 
alguna manera a las primas, junto a otras modificaciones puede generar que algunas de estas empresas 
piensen en irse del país. Es decir que el escenario que hoy conocemos de empresas puede tener alguna 
modificación porque, según los datos, hay una fuerte afectación en los costos. Entonces, queremos saber 
hasta qué punto puede afectar a las compañías que están presentes en el Uruguay en un momento 
particularmente complicado a nivel general. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Deberíamos leer el texto de la ley para verificar lo relativo a la fijación de 
la tasa. Originalmente, se había hablado de establecer una tasa máxima de 1,4%. Deberíamos verificar 
si efectivamente se estableció como una tasa máxima en virtud de lo cual el Poder Ejecutivo tendría 
potestad para modificarla o si se estableció como una tasa sin posibilidad de cambio. 


SEÑOR ELOLA.- En cuanto a la otra pregunta del señor Diputado, obviamente como Presidente de la 
Cámara no manejo la información privada de cada una de las compañías. En el pasado, el sector dio 
muestras de mucho compromiso con el negocio. De hecho, todas estas compañías ya estaban 
establecidas en el año 2002; también en 2001 y 2003; y en 2005 cuando hubo huracanes y soportamos 
aquel temporal bastante espantoso. Todo eso se sorteó, por lo que decía hace un rato que es un sector 
que mira a largo plazo. 


Sin duda, esto tiene un efecto, en primer lugar, sobre los planes de desarrollo. O sea: en principio descarto 
que alguna empresa esté pensando en retirarse porque al momento de instalarse una aseguradora tiene que 
asumir que va a enfrentar un ambiente volátil. De hecho, el riesgo es nuestro negocio. Lo que sí está claro es 
que la tasa de crecimiento que tiene el sector, cuando uno tiene un incremento tan significativo, se va a 
enlentecer. Seguramente, vamos a enfrentar una demanda que tiene un alto grado de elasticidad. Nosotros no 
vendemos leche. La gente compra seguros de acuerdo con el precio que está dispuesta a pagar. Seguramente, 
nos encontremos con un efecto hacia los precios y hacia los resultados que, como recién comentaba, será 
importante. 


Sí creo que lo que va a suceder es que si esto se consolida el sector va a crecer y va a penetrar en la economía 
mucho más lentamente. Reitero que es un sector que es algo así como el 1,4% del Producto; es relativamente 
chico si uno lo compara con los datos de países con un nivel de desarrollo similar al de Uruguay. 


Creo que acá hay dos grandes cosas a decir. Primero, que efectivamente va a haber un enlentecimiento si esto 
se consolida. Segundo, que nos estamos perdiendo una gran oportunidad: que la sociedad, la empresa y la 
familia uruguaya transfieran riesgos en forma formal a través de un mercado de negocios. 


SEÑORA O'NEILL.- A modo de cierre, me interesa mencionar dos o tres números para que queden en 
la cabeza; es también, en alguna medida, el mensaje que intentamos trasmitir a la población a través 
de la prensa. Estamos comparando una tasa de aporte efectiva del 50% respecto al 7,5% del aporte 
patronal de las empresas que aportan al BPS. Hay una distancia sideral entre uno y otro caso. 


Por otro lado, hay una gran disparidad entre los porcentajes que aporta cada empresa. Hay empresas que 
están aportando hasta un 68% sobre su nómina. Esto se refleja en nuestra propuesta de, por un lado, no 
utilizar el tope de 1,4% sino de bajar el porcentaje de aporte y, por otro, de que la banda tienda a corregir esa 
disparidad tan abismal que hay en algunos casos. 


La posición que se nos trasladó de parte del Poder Ejecutivo era buscar una solución para el conjunto de las 
empresas y, luego, las empresas se arreglarían en la interna de las empresas o de la asociación. Nosotros 
pretendemos un poco más: que se establezca un mecanismo de bandas que permita que eso se arregle de 
algún modo porque está claro que con 68% de aportes patronales es muy difícil que una empresa pueda 
trabajar. 


SEÑOR CASTELLANOS.- Pasaríamos al segundo punto, que tiene que ver con el impuesto a los 
ingresos de las compañías de seguros. Cabe destacar que este es un impuesto directo a la recaudación 
de las compañías. El legislador estableció que el impuesto era sobre las primas recaudadas, pero de 
hecho no hay ninguna otra variante, ningún gasto que se pueda computar; directamente se le retraen 
los ingresos a la compañía de seguros; es una especie de detracción que se le hace al sector. 


En la proyección se ven las tasas que hoy en día están efectivas para cada rama de actividad. Tenemos la 
rama incendio, con una tasa del 15%; vehículos, 7,5%; seguros marítimos, 2%; vida, 0,5%, y el resto de las 
ramas de seguros están gravadas al 5%. Lo que señalamos aquí es que la tasa promedio del sistema es del 
5%. Este porcentaje de la venta de seguros es vertido a la Dirección General Impositiva, y el efecto que ello 
tiene en la recaudación total del organismo es de apenas 0,3% de su recaudación. En su momento, cuando se 
planteó la ley de reforma tributaria, uno de los objetivos de la racionalización del sistema era la eliminación 
de una serie de impuestos pequeños, sí, pero que además tenían la característica de ser distorsivos dentro de 
los mercados, de no gozar de justicia tributaria; en fin, tenían una serie de características que los hacían 
derogables por el Poder Ejecutivo. Se derogaron si no me equivoco trece impuestos, y en el artículo 2* de la 
Ley N? 18.083 se establece la potestad para el Poder Ejecutivo de derogar el impuesto o de proceder 
gradualmente a su eliminación. De esto ya transcurrieron dos años y no se ha llegado a concretar ni la 
derogación del impuesto ni su tránsito gradual para su derogación. 


Este es un impuesto que tiene un impacto importante, ya que estamos hablando del 5% de las ventas de 
seguros. No le encontramos justificación; no la encontrábamos antes y menos la encontramos ahora con el 
nuevo esquema tributario. Lo que propone el sector asegurador es que se cumpla con lo que establecen la ley 
y con los objetivos de la ley de reforma tributaria, y es eliminar este impuesto que no tiene prácticamente 
incidencia en la recaudación de la DGI pero que tiene una incidencia muy importante en la actividad de las 
compañías de seguros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen idea de montos? 


SEÑOR CASTELLANOS.- La recaudación del año 2007 rondó los $ 330:000.000; las últimas cifras 
disponibles de 2008 la ubican en $ 362:000.000. Aproximadamente se recauda por el impuesto a los 
ingresos de las compañías de seguros US$ 15:800.000. 


SEÑOR ASTI.- En la imagen anterior veíamos las tasas sobre los distintos seguros. En el caso de los 
vehículos, ¿el seguro obligatorio de responsabilidad civil de automotores se considera automotores o 
está dentro de responsabilidad civil como otros? 


SEÑOR CASTELLANOS.- Se considera automotores, salvo que la Superintendencia abriera una 
rama especial, cosa que no creo porque implicaría a las compañías aportes de capital y de recursos que 
encarecerían un seguro que se pretende tenga un alcance social. Lo más probable es que se considere 
dentro de vehículos automotores y que tenga la tasa de 7,5%. 


SEÑOR ELOLA.- Esto se ha hablado en varias oportunidades a nivel del Poder Ejecutivo y hasta 
ahora no hemos tenido efectivamente la concreción de esta demanda. También hay que decir que el 
Poder Ejecutivo nos ha ofrecido bajar durante este año una quinta parte de este impuesto. El 
Subsecretario asumió el compromiso así lo entendí yo de que ese sería el porcentaje máximo que en las 
condiciones actuales podrían llegar a considerar a los efectos de proceder a una derogación. O sea que 
quedan para la próxima Administración las otras cuatro quintas partes de la reducción de este 
impuesto hasta su derogación. 


SEÑORA O'NEILL.- Acerca de lo que comenta el economista Elola, tengo una consideración un poco 
escéptica, no sé si porque soy mujer. Cuando tuvimos esta misma conversación con el Poder Ejecutivo 
el año pasado se nos ofreció un plan de derogación que comenzaba el 1” de enero de 2009. Se derogaba 
el impuesto para la mayoría de las ramas, salvo para la de automóviles, que se derogaba en dos etapas. 
Se nos aseguró eso más de una vez y en forma enfática, y hoy estamos en marzo de 2009 y no se ha 
derogado nada. Por lo cual, el compromiso de bajar este año el 20% prefiero verlo escrito o publicado 
en la página web de Presidencia. 


SEÑOR CASTELLANOS.- El último punto refiere al financiamiento de la asistencia médica en la vía 
pública. Esto obedece básicamente a trascendidos de prensa; nosotros no hemos recibido ninguna 
comunicación oficial, salvo algún comentario a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas acerca de 
que existiría un grupo de trabajo y que nos estarían llamando para hablar de este tema. 


En función de lo que trascendió en la prensa podemos decir que comprendemos la situación y la necesidad 
del Poder Ejecutivo de garantizar este servicio. Lo que no compartimos de ninguna manera, por diversas 
razones, es que tenga que salir del mercado asegurador o de los asegurados. Primero que nada, porque va a 
ser sumamente ineficiente, ya que el sector asegurador tiene asegurado hoy en día aproximadamente el 50% 
del parque automotor; aclaro que estamos hablando de automóviles. Si incorporamos las motos ese 
porcentaje se reduce sustancialmente. Entonces, incorporarle un gravamen al asegurado por el vehículo 
automotor en realidad va a implicar que ese asegurado vaya a pagar por todos los demás que no están en el 
sistema del seguro. Esto termina siendo un mensaje perverso para el asegurado, porque en lugar de tender a 
universalizar el acceso al seguro de alguna manera lo recargamos con costos adicionales que van a terminar 
perjudicando esa posibilidad, precisamente, de acceso al seguro. 


Desde el seguro tampoco visualizamos que necesariamente tenga una relación el seguro de automóviles con 
la asistencia médica en la vía pública, porque hay muchísimos casos de asistencias médicas en las cuales no 
interviene ningún tipo de vehículo. Podemos hablar de grescas, intentos de suicidio, desvanecimientos en la 
vía pública, tiroteos en las esquinas, rapiñas; no vemos cómo se puede relacionar eso con el sector asegurador 
en la parte específica de vehículos. En ninguna otra, pero menos en la parte específica de vehículos. 


Adicionalmente se nos dice o trascendió que un número importante de esas personas que requieren atención 
en la vía pública ya cuentan con una cobertura de asistencia médica; o sea que tampoco se entiende mucho 
cómo sería esa contraprestación cuando ya hay una parte que está cubierta. 


En definitiva, nosotros nos planteamos que debería buscarse un mecanismo alternativo a esta financiación y 
no ir por el lado de los seguros, ya que tenemos una carga tributaria importante y que conceptualmente no 
compartimos que sean los seguros la vía para financiar la prestación. 


SEÑOR ELOLA.- Complementando lo que dice el contador Castellanos, de hecho la propia ley de 
reforma tributaria buscó la simplificación. Nosotros tenemos en la historia del sector asegurador 
algunos adicionales de impuestos, como el impuesto a los ingresos; en este caso hay un adicional -por 
eso es del 15% que se hizo con un destino específico que es financiar bomberos. De hecho hoy estamos 
yendo hacia el otro lado, que es sacar todo lo que tiene que ver con impuestos distorsivos que aportan 
poco. Por lo tanto, nos parece que esta idea que se está manejando va en el sentido contrario de la 
propia lógica que el sistema buscó establecer al votar la reforma tributaria. 


SEÑOR GANDINI.- Deseo hacer una acotación. También va en contra de lo que en reiteradas 
oportunidades se manifestó en el Parlamento por parte del Ministerio de Economía y Finanzas y fue 
base de la reforma tributaria: ir eliminando progresivamente los impuestos de afectación especial, 
rentas o impuestos afectados directamente a un sector. En términos generales esa solución no nos 
parece lógica dentro de la lógica tributaria de este Gobierno. Pero el tema todavía no ha llegado acá; si 
pasa por esta Comisión con mucho gusto escucharemos su opinión. 


SEÑOR ASTI.- Como se apunta un poco al origen de la reforma tributaria, sin pretender entrar en 
polémica, quiero recordar que junto con otros principios la simplificación y la posibilidad de eliminar 
impuestos de este tipo porque se consideraban distorsivos, y seguimos considerándolos así está también 
el de la responsabilidad fiscal dinámica. Creo que en estos últimos meses algo ha pasado en el mundo 
como para decir que si se tiene responsabilidad fiscal y es con un carácter dinámico se puede hacer 
variar alguno de los otros objetivos, no digo secundarios, pero sí no prioritarios en este momento. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente voy a hacer dos comentarios a nuestros visitantes. 


Nosotros no acompañamos esta Ley N* 18.396. Creemos que tiene un efecto absolutamente distorsivo en el 
mercado. Pensamos que ante una situación como la que tiene la Caja Bancaria, lo que hay que hacer es 
sincerar el sistema y que los trabajadores bancarios pasen a la órbita general, es decir, al sistema del Banco de 
Previsión Social y, en todo caso, subsidiar lo que tiene que ver con ese mayor costo que de alguna manera 
tiene la sociedad durante el período de tránsito de una situación a otra, sin que eso signifique afectar los 
derechos adquiridos, tanto de los jubilados como de los trabajadores que están a punto de jubilarse. 


Con referencia a la tasa del 1,4% establecida en el artículo 29, quiero decir que es tasa máxima, ya que el 
último inciso de ese artículo establece que las alícuotas fijadas en el mismo artículo son tasas máximas. Por 
lo tanto, la posibilidad de rebajar esa tasa está en manos del propio Poder Ejecutivo. 


Estos son los comentarios que quería hacer con respecto a los temas que fueron tratados en la mañana de hoy. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de AUDEA. 


Vamos a recibir el material y lo repartiremos a los señores Diputados. 
(Se retira de Sala la delegación de AUDEA) 


——- Se pasa a considerar el asunto que figura en primer lugar del orden del día, que refiere al proyecto de 
creación del Instituto de Normas Contables Adecuadas. 


Hay un comparativo con tres proyectos: el del Poder Ejecutivo, el del Colegio de Contadores, y el del 
Diputado Asti. 


Como ya se había pasado a la discusión particular, propongo que se comience con el análisis de cada uno de 
los artículos, salvo que alguien presente un agrupamiento de artículos de los tres proyectos, que no tengan 
contradicciones, a fin de votarlo todo junto a fin de avanzar algo. 


SEÑOR ASTI.- Nosotros hemos estado trabajando en este proyecto y hemos planteado algunos 
artículos con modificaciones al proyecto del Poder Ejecutivo, inclusive, teniendo en cuenta lo que fue la 
comparecencia tanto del Colegio de Contadores representado por sus autoridades como de los 
delegados designados por una asamblea específica sobre el tema. Además, recibimos el asesoramiento 
del doctor Rippe y del contador Walter Rossi, Director del Instituto de Ciencias Contables de la 
Facultad de Ciencias Económicas. Aclaro que él es el Decano de la Facultad, pero vino aquí en su 
calidad de Director de ese Instituto. Si ustedes recuerdan, la presentación del doctor Rossi se basó 
esencialmente en fundamentar los criterios con los cuales se había elaborado el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo en la comisión asesora que fue creada originalmente a partir de la Ley N” 16.060, que 
otorga al Poder Ejecutivo la facultad de adaptar o adoptar las normas internacionales de contabilidad. 
Esta comisión, que ha funcionado desde el año 1990 hasta el presente, fue la que trabajó en el proyecto 
de ley que nos presentara el Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, el doctor Rippe, en su presentación, se dedicó a pesar nuestro a analizar en forma muy crítica 
el proyecto elevado por la Asamblea del Colegio de Contadores, que propició algunos cambios. 


Ante todo, nosotros mantenemos la posición de trabajar sobre la base del proyecto del Poder Ejecutivo. Las 
modificaciones que estamos presentando tienen varios orígenes desde el punto de vista temporal. Se 
realizaron tres cambios importantes, en base a escuchar las posiciones que se manifestaron a partir de la 
Asamblea del Colegio de Contadores. Una de ellas está vinculada, fundamentalmente, al temor de que a 
través de este proyecto se pudiera estar limitando el ejercicio profesional de los contadores públicos que se 
desempeñan de forma individual o independiente y no agrupados en medianos o grandes estudios. La 
Asamblea del Colegio de Contadores interpretó que el literal f) del artículo 5” podía estar violentando esa 
independencia en el trabajo de los contadores públicos cuando establecía entre las atribuciones del Instituto: 
"Regular y controlar, con el alcance que determine la reglamentación, la aplicación de las normas contables 
adecuadas por parte de los emisores de Estados Contables, en forma directa o indirecta, en cooperación o a 
través de la actividad de unidades reguladoras sectoriales, de profesionales y firmas que prestan servicios de 
auditoría, asesoramiento contable o de otro tipo de agentes". Si bien sabíamos que este literal no tenía esa 
intención, reconocimos que, en un caso extremo, podía leerse con la interpretación dada por la Asamblea del 
Colegio de Contadores, que motivó la preocupación de esa importante cantidad de contadores, en relación al 
total de afiliados al Colegio o de egresados que están en ejercicio de la profesión. Entonces, luego de 
consultar al Poder Ejecutivo sobre cuál era su interés en este tema, llegamos al texto que estamos 
presentando, que es absolutamente distinto en su formación aunque tiene el mismo resultado. Dice así: "f) 
Regular y controlar, con el alcance que determine la reglamentación, la aplicación de las normas contables 
adecuadas por parte de los emisores de Estados Contables. Con el propósito del cumplimiento de los 
cometidos del contralor, que le serán indelegables" que le serán indelegables "el Instituto podrá emplear los 


resultados de trabajos profesionales de revisión, de auditoría o de asesoramiento contable realizados por 
unidades reguladoras sectoriales, profesionales independientes u otro tipo de agentes". ¿Cuál es la diferencia 
fundamental? Acá queda claro que cuando el Instituto vaya a controlar que se cumpla con las normas 
contables adecuadas, utilizará el trabajo realizado por los profesionales, y ya no es que lo revisará. De esta 
forma, eliminamos cualquiera de los temores que podía haber en la profesión de que se estuviera 
estableciendo una especie de control del trabajo profesional independiente contratando, según ellos, a otros 
profesionales, firmas importantes, a esos efectos. Queda claro que cuando se dice que para tal fin se utilizarán 
los informes ya realizados, cada empresa tendrá que presentar los suyos de acuerdo con sus características y 
con el estado contable que esté presentando, que estarán preparados por profesionales contables en distintos 
grados de participación, desde el informe de compilación hasta un informe de auditoría, que cualquier 
profesional está capacitado para realizar, de acuerdo con las normas vigentes en el país, y eso será lo que 
tomará en cuenta el Instituto para llevar adelante su actividad. 


Otra norma que modificamos en primera instancia fue la relativa a la integración de las autoridades del 
Instituto, exigiendo que la mayoría de sus integrantes fueran egresados con el título de contador público para 
que dado que es una materia estrictamente contable pese la formación académica y la práctica en ese sentido. 


Luego hay otra modificación con respecto a los ingresos, que también era un temor del Colegio. Entonces, se 
aclaró que el Instituto no realizaría tareas que pudieran competir con los profesionales. En el texto se 
especificó que cuando se habla de otros ingresos se está haciendo referencia a la posibilidad de vender 
ediciones de normas actualizadas, dar cursos, etcétera, pero no a interferir con la prestación de servicios 
técnicos en competencia con los profesionales universitarios en la materia. 


El segundo bloque de modificaciones tiene que ver con la naturaleza jurídica del Instituto. Allí hay una serie 
de artículos que necesariamente tienen que ser modificados, teniendo en cuenta el plazo del 25 de octubre, 
que se superó y, por lo tanto, impide la creación de un servicio descentralizado, como estaba planteado. En 
consecuencia, inclusive acompañando la posición de algunos integrantes de esta Comisión que entendían que 
la creación de un servicio descentralizado era un exceso en la formulación y para no violentar el artículo 
constitucional, vamos a crearlo como una unidad descentralizada o un órgano desconcentrado. Y es a esto 
que me refería cuando dije que dentro de la propuesta que estamos haciendo, también había una alternativa 
para discutir. Así lo habíamos planteado en la reunión anterior, para que los Diputados de la Comisión 
pudiéramos discutir sobre tratarlo como una unidad descentralizada o un órgano desconcentrado. Al respecto, 
tomamos como antecedente a la antigua ASSE, organismo desconcentrado, pero con presupuesto propio. Esta 
es una diferencia que tiene. | Más recientemente, en el Inciso de la Presidencia de la República, fue creada la 
Agencia de Compras y Contrataciones del Estado, como órgano desconcentrado. Pero, por otro lado, tenemos 
la Unidad Centralizada de Alimentos, la UCA, y su similar, la UCAMAE, creada en el Presupuesto Nacional, 
que tiene que ver con la adquisición de medicamentos. 


Los organismos desconcentrados, a diferencia de las unidades descentralizadas, desde el punto de vista 
presupuestal no tienen Unidad Ejecutora o presupuesto asignado, y funcionan como grupos asesores de los 
respectivos organismos de referencia. Nosotros nos habíamos planteado que fuera una unidad descentralizada 
del Ministerio de Economía y Finanzas y, en este caso, sí, tener una Unidad Ejecutora, o si no, un órgano 
desconcentrado en el ámbito de la Auditoría Interna de la Nación, que tiene su propio Presupuesto. Inclusive, 
se han votado en el Presupuesto Nacional y en las Rendiciones de Cuentas recursos suficientes como para 
poder adoptar las nuevas facultades que le otorgaría esta ley. 


Estaba planteada la integración del Tribunal de Cuentas. No he participado en las reuniones de la Comisión 
Permanente Asesora de Normas Contables, que funciona a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas, en 
las que se ha solicitado al Tribunal de Cuentas la emisión de delegados. El Tribunal de Cuentas 
reiteradamente ha expresado que al no ser un organismo asesor del Poder Ejecutivo no tiene deseos de 
integrar esa Comisión. En este ámbito, que es distinto, legal, en el Consejo honorario que se crea, también 
quedaría la posibilidad de que el Tribunal de cuentas lo pudiera integrar, fundamentalmente por la injerencia 
que tiene el Tribunal de Cuentas en la aplicación de las normas contables para el sector público, que tienen su 
propia conformación. 


SEÑOR POSADA.- A pesar de que no tenemos número para tomar decisiones a este respecto, 
simplemente quiero aclarar la posición que nosotros tenemos en relación a este proyecto de ley. Somos 
partidarios de avanzar en la creación de un órgano desconcentrado dentro del ámbito del Ministerio de 


Economía y Finanzas. En tal sentido, nos parece más adecuado el texto que está planteado, que cambia 
"unidad descentralizada" por "órgano desconcentrado". En lo demás, la alternativa que está 
planteada a este artículo, como una parte dentro de la Auditoría Interna de la Nación, no nos parece lo 
más adecuado 


En líneas generales, tenemos acuerdo con este proyecto y con las modificaciones. En algún caso, creo que 
debemos tener una redacción distinta, particularmente, en lo que refiere a lo que recién se comentaba de las 
modificaciones que se establecen en el literal F), pero compartimos el fondo del asunto. Creemos que debe 
haber un mayor ajuste de la redacción. 


Pensamos que también se debería hacer algún otro ajuste de redacción derivado, precisamente, de lo que es la 
nueva estructura del organismo porque, por ejemplo, en el artículo 17 se decía que la Comisión Asesora era 
como un órgano asesor del Directorio del Instituto. Bueno, allí habrá que hacer cambios en el sentido de que 
esta Comisión Asesora lo será, en todo caso, de lo que es este órgano y funcionará dentro de lo que es este 
órgano desconcentrado. Creo que, al margen de esos comentarios, a nuestro juicio, las modificaciones del 
proyecto recogen las críticas fundamentales que se hicieron desde el ámbito del Colegio de Contadores y 
Economistas. Por lo tanto, me parece que si pudiéramos avanzar en ese aspecto, la semana próxima 
estaríamos en condiciones de votar este proyecto. 


SEÑOR ASTI.- Coincido con el tratamiento que el señor Diputado y contador Posada hace del tema y 
le pediría más allá de que nosotros estemos trabajando en el tema que intercambiáramos redacciones 
para no complicar la sesión realizando textos en Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


